
RTE ACCIÓN DE INCON§TITUCIONALIDADT "BERNA
RAMONA TERREIRA C/ ART. 1 DE LA LEY 4252 DEL
30/D/¿0r0, ART. 13 DE LA LEY No 2345/03, Y EL ART. 33

DE LA LEY 1.725101 QUE MODF. Y REGLAMENTA LOS
ART§. 3p, Y 10 DE LA LEY 2345/03',2. AÑO: 2017 - N" 2594-.}

Y SENTENCIA NUMERO; ('+o'¿< '

A

I

1

DE INCON§TITUCIONALIDAD¡ "BERNA RAMONA FERREIRA C/ ART. 1 DE

Ciutlad de Asunció4 Capital de la Reprtblica del.-.P.aragua¡ a

dlas del mes de lotúe-.o del año dos mil éi¿e¡ nv<"< , estando en

la de Acuerdos de la Corte Supltma de Justicia, los Excmos. Señores Ministros de l¿ Sala

DóCtOTES MIRYAM PEÑA CANDIA, GLADYS BAREIRO DE MÓDICA Y

antc mi, el Sea¡etario autotizante, se trejo al acuerdo cl expedienle caÉtulado:

LW 4252 DEL 3Dn9n010, ART. 13 DE LA LEY No 2345/03, Y EL ART. 33 DE LA LEY

RXMA
STICIA

l3

§e espetd que viva un tecién nacido, de
"Es el número de
la terrdencid en la

on

QIIE MOD[. Y REGLAMENTA LOS ARTS. 3'9' Y 10 DE LA LEY 2345/03"' a fin de

la acción de inconstitucionatidad promov la por la Señora Bema Ramona Ferreir4 por sus

a

ver
dorechos y bajo pat¡ocinio de

Previo estudio de los aoter€dentas del caso, la Corte Supr€ma de Justiaia, Sala Co¡§titucional,

vió plantear y vota¡ [a siguiente]--------

CUESTION:

¿Es proc€dente la acció1 de inco¡rstitucionatidad deducicla?.------
A la cuestión plant€ada l¿ Dootora BAREIRO DE MÓDICA dijo: La Señora Bema Ramona

por sus propios dertchos y bajo patrocinio de Abogado, en su calidad de doc€nte det

& Educación y Cultu¡¿ c¡nforme a la Resolución N' 3547 de fecha 3 de junio de 2004 cuya

autenticsda acompaña, se p¡es€nta ante la Corte Suprema de Justicia a ñn de solicita¡ la
det Art. l' de la Ley N" 425210 "Que modifc¿ el Art. 9 de la Ley N. 2345103", ArL

capacidad, idoneidad y de buena satud para seguir desempeñándose en ol ca¡go, por lo que

que las rcnnas impugnadas vulneran los Afs. 6, 14,46,47 y 57 &laConstitución Nacional

apart€ de ser discriminatoria por no to¡ns sn cuenta su desempeño profesional, implicará un

F

de la Ley N" 2345103 y Art. 33 de ta Ley N" 1725101 "Que e§tabtece et E§tatuto del Educadof'.---
Manifiesta la ascioDaúe que es Doc€de y Personal Administrativo del Magisterio Nacionat,

a süs rngresos.-"--
De acuerdo a la copia de la cédula de identidad de la Señom Bema Ramona Ferreira obrante a

fs 2 podemos inferir que la misma a la fecha cuenta con 69 (s€s€nta y nueve) años de edad, es deci¡,

de rma inminent€ aplicación de la L,ey N" 425210, razón por la cual procedcé at estudio de

o Como bien es sabido, la edad es u¡ra variablc que nornaknento como d¿to de la demografia de

pals, fluctúa conforme a la esperanza d9 üda, por lo que como tal puede, el Poale¡ Administador,
de acue¡do con las caractotísticas propias del país. En ese sentido, la edad de "65 añol'

en la Ley Nt 4252110 no su¡ge como consecuencia directa y verificable de la exp€ctativa de

de la población paraguaya, Si bien el Poder Administrado¡ a travé§ de rina mrma que lo habilita
proceder a hacer efectivas deteminadas "pouticas Piblica§', sia embargo, considero que ellas
pueden ser operadas en perjuicio de la calidad de vida de sus afectados.
Es preciso traer a colación el informe brindado por la Direcciótt Gercrul de E§tadí§tics'

v Censos, ur el cual se d{a expresa constancia que la esperanza de üda al nacer es la
Arrrbos sqo§: 71,76; Eot tbes: 69'70; MuJe¡es; 73,92, aclua¡do lá deñniaión utitizada

que en tét raino ,nedio
(loforme kindado en

la e§ps¡a¡zs de üda al nacer es la año de

I
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la Acción de Inconstitucionalidad: "-/r/io César Cantero Agüero c/ Aú. 9 de la Ley N" 2315/2003",N'
I 5 7S.0q).-------------

Siendo así, considero que la edad de 65 años establecida en la norma impugnada no se

encuenta razonablemente dimensionada, ni coincide en forma directa con la esperanza de vida, ni
mucho menos es consecuencia de una veriflcación de la expectativa de vida de la población paraguaya,

de acuerdo con el informe brindado por la Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos ------
Por ello, entiendo que la Ley N'4252/10 (Que modifica el Art. 9 de la Ley N" 2345103) resulta

violatorio de los Arts. 6 de la Constitución Nacional: "...D¿ /¿ c¿lidad de vida. La calida¡l de vida será
promotida por el Estado medídnte planes y políticas que rcconozcan factores condiciofiantes, tales

como la extrema pobreza y los impedímentos de ld discapacidad o de la edad..."; Art. 571",.,De la
teÍceta edad. Toda persona en la lercera edad tiene derecho a una protecciók i tegral. La família, la
sociedad y los poderes públicos promolerán su bienestdr edilnte servícios sociale§ que se ocupen de

sus necesidades de alimentación, salud, vívienda, cultura y ocio..."
Además, también contaviene los A¡ts. 46 (De la igualdad de las personas) y 47 (De las

garantías de la igualdad) de la Carta Magna, ya que los tabajadores del sector privado no tienen
limitaciones de edad para prestar sus servicios al empleador, e inclusive los fi¡ncionarios de las Fuerzas

Armadas y Policiales, Magistrados en general, etc. recién a la edad de 75 años son pasibles de una
jubilación obligatoria, situación que conñrma la desigualdad existente hasta la fecha.---

Por otro lado, el cálculo dispuesto por la Ley en base a la multiplicación de la Tasa de

Sustitución por la Remuneración Base, así como la escala establecida en el Decreto Reglamentario, no
permiten que lajubilación cumpla con el rol sustitutivo de la remuneración en actividad, rompiéndose

el equilibrio que debe existir ente las remuneraciones de quienes se encuentran en actividad y los
habe¡es de los jubilados. En este punto, la normativa legal y reglamentaria impugnada se oponen
expresamente a lo que dispone el A¡. 103, Segundo P¿irrafo, de nuesta Ley Suprema: "La ley
garantizará la actualización de los h¿beres jubilatorios en igualdad de tratamiento dispensado al
funcionario público en actividad", ya que el conveniente nivel del haber jubilatorio solo se haya

cumplido cuando el jubilado mantiene Ias condiciones patrimoniales equivalentes a Ia que le habría
conespondido gozar en caso de continuar en actividad, por lo que cualquier normativa legal o
reglañeh¡. 'ia que rcgule esla cuestión debe respetar lo dispüesto en el segundo pórrafo del ArL 103

rle I a Co ns t i tuc ión Nac ional. -------- --- -
Las políticas salariales del Estado no deben derivar en modificaciones sustanciales del haber

jubilatorio, que signifiquen una retrogradación en la condición de los pasivos, por lo que es

inconstitucio[al que el Estado cause un menoscabo patrimonial a las acreencias previsionales,
privándolas de un beneficio legalmente acordado

Finalmente, sobre el Art. 13 de la Ley N" 2345103 y Art. 33 de la Ley N" 1725101 no se observa
conculcación de normas constitucionales por cuanto simplemente reglamentan cuestiones

concemientes a Ia forma de acceder a la jubilación, por 1o que coresponde el rechazo de dichas
impugnaciones.-------

Por las consideraciones que anteceden, opino que se debe hacer lugar parcialmente a la Acción
de Inconstitucionalidad, declarando inaplicable para la accionante el Art. 1'de la Ley N" 4252/10 "Qte
modifica el Arl 9 de la Ley N' 2345103" e¡ Ia pate que establece la obligatoriedad de acogerse a la
Jubilación. Es mi voto.------------

A su tumo el Doctor FRETES dÜo: La señora BERNA RAMONA FERREIRA, promueve
Acción de Inconstitucionalidad conta el Afi. I de Ia Ley N' 4252110 *QUE MODIFICA LOS
ARTíCULOS 3,9 Y IO DE LA LEY 2315/03 DE REFOR]UL4 Y SOSTEN]BILIDAD DE LA CAJA
FISCAL. SISTEMA DE JUB]LACIONES Y PENS|ONES DEL SECTOR PÚBLICO,,, e§pecíIicamente
contra la pale que modifica el Art. 9 de la Ley N" 2345/03 "DE REFOR^,ÍA Y SOSTENIBILIDAD DE
LA CAJA FISCAL. SISTEMA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL SECTOR PÚBLICO, A¡f. 13

de la Ley N'2345/03 "DE REFORMA v SOSTENIBILIDAD DE LA CAJA FISCAL. SISTEMA DE
JUBILACIONES Y PENSIONES DEL SECTOR PÚBL1CO.. v eI Art. ]3 de Ia Ley N. I,725IOI...III...
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ESTABLÉCE EL E§TAruTO DEL EDUCADOR"..------_
quc hs disposicione§ impugnadas po¡ medio de esta acción de inconsitucionalidad

contenidas en los Arts. 06, 14, 46 y 57 de la Constitución Nacional.'------'

RTE

Consta eNl

o acto ttormqtit o de qutoridad Wugnddo, o, en su cqso, la

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONAIJDAD: "BERNA
RAMONA TERREIRA C/ ART. 1 DE LA LEY 4¿52 DEL
30/09¿010, ART. 13 DE LA LEY No 2345/03, Y EL ART. 33

DE LA LEY 1.725101 QTIE MODT. Y REGLAMENTA LOS
ARTS. 39, Y 10 DE LA LEY 2345/03". AÑO: 2017 - N" 2594.-

copias de las doeurnentaciones que acreditan que la accionaÚe rcvist€ 
-la

como docente del Magisterio Nacional y funciouaria administrativa del

ixcotstitttcional.

.3

cuanto a la impugnación det Art. I de la Ley N" 425212010, cabe seÍÉlar que la recu¡¡ente de

alguna se halla legitimada a promove¡ la ptes€nte Acción de Inconstitucionalidad, habida

que tanto de sus propias manifestaciones asl como de la documentación acompañada surge que

se como 'tmcionaria activa", es decü, aun no se hajubilado -no h¿ actedilado tal extremo

en autos-, por ende ao ha sutido agravio atguno que le permita alzars€ contra lo establecido en la

impugnada, ello debido a que la misma no le ha sido apücada.

O

Analizados los té¡mitros (te la impugnacié¡l presentada, surge que los fuudamentos esgrimidos

no ¡esullán aptos a los efectos preterdidos. Para que proceda €ste üpo de acciones, aquel que lo
necesa¡iame¡te debió ser lesion&do en sus legítimos dercchos por leye§, decretos,

o¡denanzas municipales, ¡esoluciones u otros actos nonnativos que infrinjan en su

los lrincipiós o norna§ est¿blecidos en la Constitución Nacional, ello de confonnidad a lo
en el Art. 550 del C.P

Ante tales extfemos, el cáso sometido a coosid€racióD, no surge como controver§ial sino

abstacto. En este sentido ya en varias oportunidades se ha expedido esta Sala al s€ alar que

harto releva[úe a los efectos de la declaración tle inconstitucionalidad de una norma que el

a

sea contempor&reo al Eomento tahto de la impugn¿ción como de su rs§olución, exigiendo det

su ca¡ácte¡ de actual. En el caso de autos, no se ha probado e[ cumplimi€úto de esle rcquisito,
que lo que persigue la patte aotora es una deolaración de incon§titucionalidad con efecto§

vale decü, para et caso de que la Administración Prlblica lo iucluya en la nómina de
jubilados. Esta situación nos ubica no solo ant€ la ca¡sncia del carácter actual del agraüo

se señalara" siro ante la ircxistenci& del agaüo en

o det Estado, opino que no coÍespo[de hacer lugar a la Acción de lrconstitucionalidad
por la seño¡a BERNA RAMONA FERREIRA. ES MMTO

A su tumo la Docto¡a PEÑA CANDIA diio: La pres€nte ac¡ión de incoostitt¡cionalidad fue
por la seño¡a Ber¡a Ramona Fe¡reira contra el AIt. 1' de-la ky N"42522010 que modiñca

Arts. 3', 9" y 10" de ta Ley N"2345D003 "De Reforma y Sostenibil lad de la ü¡a F¡scal. Sistemq

Jubilaciones y Pensiones del Sector Público, el }'Jlt. 13' de ta Ley N"2345l2003 y el Art. 33' de la
Ley

Con ca¡ácter previo y liminar al a¡rálisis de !a cucstiótr sustancial, se co¡robora -de oficio- el
cuinptimie o de los presupuestos de admisibiüdad de toda acción de irconstitucionalidad.-

El tut. 552 del Código P¡ocesat Ciül üsporct "Requisitos de I demanda.- Al presenlar su
clarulne te la ley, decreto,de denanda a la Corte Supteua de Justicia, el actor

Dfa.
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Citaú ddemás la norma, derecho, exención, garantía o principío que sostengd haberse infritlg¡do,

fundando en tétminos claros y concretos la petic¡ók- E todos los ca¡os la Co e Suprcma de Justicía
examinará previamente sí se hallan satisfechos estos requisitos. En caso contrario, desesfimará sin
más trámite la Ltcción"

Poi su parte, el At. 12'de la Ley N'609/1995 estatuye: "No se dará trárkite d la acción de

inconstituciondl¡dad e cuestiones no justíciables, ni a la demanda que o precise la norma
conslilucíonal afectada, ní justiÍ.que la lesión concreta que le ocasio a la ley, acto normal¡ro,
sentencia definitiva o ínferlocutoria "

Verifrcados los antecedentes obÍantes en autos, tenemos que la accionante, Bema Ramona
Ferreira, cuya fecha de nacimiento es 16 de octubre de 1949 - a la fecha con 69 años de edad- (12),
es Docente del Magisterio Nacional y Personal Administrativo, conforme constancia de ingresos (f3) y
Resolución N"3547 del 3 dejunio de 2004 del Ministerio de Educación y Cultura (14). Con lo que, a la
vista de los agravios esgrimidos y los documentos acreditados en autos, se encuentra legitimada a los
efectos de la impugnación del A¡t. 1' de la Ley N" 425212010

Dicho esto, paso a considerar el fondo de la cuestión planteada en la presente acción.------------
El Art. 1o de la Ley No425212010 qt e nodilica los Arts. 3o, 9o y l0o de la Ley No2345/2003

"De Reforma y Sostenibilidad de la Caja F¡scal Sistema de Jubilacíones y Peksiones del Sector
Público" establece: "El aportante que complete 62 (sesenta y dos) años de edad y que cuekle con dl
menos 20 (veinte) años de servicio, tendrá derecho a lajubílación ordinaría- El monto de la jubilación
ordinaria se calculará, m h¡plicando la Tasa de Sustítución (valor del primer pago e conceplo de
jubílación o pehsióh como proporción de la remuneracíón base) por la Remunerdción Base, tal corto
se la defne en el Aúículo 5ó de estd Ley. La Tasa de Sustítución será del 4726 (cuarent1 y siete por
ciento) para uka ahtigüedad de 20 (teikte) dños y aumentará 2,7 (dos coma siete) puntos porcentuales
pot cada año de sen¡cio adícional hasta un tope del 100% (cieh por ciento)- Cumplidos los 65
(sesenta y cinco) años de edad, la jubildción serd obligatoia, sea ella la ordínaria o la
erlraordikaria... "(las negritas son mías)

Paso a considera¡ la disposición impugnada
Vemos que el Art. 9o que en esencia es impugnado, impone la obligación de jubilarse a los 65

años. Es meneste¡ tener presente que lajubilación fue instituida como un derecho que asiste a todos los
funcionarios o empleados activos, que han aportado parte de su salario por determinado tiempo y
cumplido con los requisitos legales para poder retirarse de la función, a cambio de una renta o
remuneración vitalicia, que le permita llevar una vida digna. "La jubilación tie e por objeto dsegurar
una sübsistencí.t digna para aquellos que no püedek, pot razohes de sdlud, proseguír preslafido
servicios laborales y a las personas que, eh uh t ofieklo a'r.lkzatdo de sus vidas, deciden
'rol htaliamenle cesat en la prcstación de dcl¡v¡dades laborales o productivas " (BADENI, Gregorio.
Tratado de Derecho Constitucíonal. Tomo I. Ed. La Ley. Buenos Aires. Aigentina.2006. Pág.918).-----

La materia constitucional está gobemada por principios como la razonabilidad, la
proporcionalidad y la igualdad. Estos principios estián íntimamente interconectados entre sí, de modo
tal que una restricción no justificada o ilrazonable de los derechos subjetivos también atenta contra el
principio de igualdad. En palabras de Robert Alexy: "Sí no hay ninguna razón suficiente para la
petmisió .le ük trutatu¡ekto desigüal, ektonces está olde ddo uh ttdtatuiento igu. " (ALEXY, Robert.
Teoría de los Derechos Fundamentales. Cenfio de Estudios Co¡stitucionales. Madrid. España.1993.
Pás.395)

Debemos deci¡ que, el más impodante de todos los supuestos de inactividad cubiertos por Ios
sistemas de protección social es, sin duda, la jubilación por edad; ello no sólo porque es la causa más
frecuente, considera[do el témino previsible y normal de vida profesional, sino por el progresivo
aumento de la edad media de la población y de su expectativa de vida actual.-------

En el caso en estudio, la accionante sostiene que lajubilación obligatoria establecida en el Art.
1' de la Ley N'4252/2010 que modifica los Ats. 3', 9" y 10' de la Ley N'2345D003 "De Reforna y
Sostenibilidad de la Caja Fiscal- Sistema de Jubilaciones y Pensiones del Sector Público", afenfa
conÍa de¡echos y principios consagrados en la Constitución, como ser el derecho a la vida, el ...///...
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?slg
12 al tabajo, el derecho a la salud, la igualdad ante la ley, entre ot¡os.--

jubilación no puede --ni debe- teoer ca¡ácter de sanción. La jubilación obügatori4 quc fuerza

al p¡iblico a dej ar su kabajo sietrdo a¡in apto para el mismo y teniendo aún idoneidad para

la comunida4 no condice con la finalidad r¡ltima del meuciomdo irutituto previsto

sisúema de plot€cción social. E[[o se agrava cuando el fu¡cionario prlblico obügado a

la ubilación no cuenta con la cantidad de aport€§ suñcielrtes para recibir [a rernu¡cración o renta

co¡respondientÉ.
§obre este punto, la eloctina ñLla:. "La iubilación por veiez t¡ene M obietivo deteminado,

es el de asegurar a aquellos trabajadores que se retirdn total o porcialmente de la qctividad uns
que les peruita mqntener su estuindar de vida como si aún e§tuviera en actividqd Es

mh oyada basada en Ia solidqridad q la cual tienen derecho por haber contibúido a elld durqnte su

lida rkil con una pste de los ingresos producto de su trabaio" ./RUPREEIÍ[, Nftefu l. Prestaciones
yitqlicids: Pehsiorcs de Jubilaciótt" I¡validez, Muerte y Stoervivencia. DE BUEN

, N&o¡ y MORGADO VALENZT ELA, Emilio (Coordinatlores). IDstituaiones de De!€cho

o Trabajo y de la Seguddad Soci¿I. México D.F. IU-UNAM. 1997. Pá9.710).---
Lo señalado se t¡asluce en el AIt. 6o de la Constih¡ció[ Nacional que dicei "La calidsd de elda

promovida por el Estado mediante plaies y pollt¡cas que reconozcan factores corrdicionqntes,

como la extremo lmbrezq y los impediñentos de la discapacidad o de la edad... " oas negrita§ son

mias), es justamente la Segu¡idad Social --también Fevista en el Afi. 95' de la Constitució¡r uno de

loi instrumentos por medio del cr¡¿l el Estado crunple su obligación de ga¡antizar la calidad de vida de

las personas; y, ente los institutos de la Seguridad Social se encuentra lajubitaoión.------------
En esta llnea de razonamio¡to, u¡ta nonna que impide al indiüduo desa¡rollarse dignamente

no persona por medio del trabajo -cuando arln se encuente en coDdiciorcs flsicas y slquioas aptas

a hac€rlo- no es funcional a la norma constitucional citacla Por otro tado, la situación se agrava
mdo el haber jubilatorio oto¡gado al individuo es exiguo, impidiéndole añontat dignamente los
úares gopios de l¿ üda y de la edad; en efecto, es bien sabido que a medida que la persona avanza

col
pa!

eÍiaños, los rcquetimientos de la satud var también en aumento, circulstancia que impone que el
cuentc co¡r un habe¡ jubilato¡io razonable que le p€rmita acceder a una Yida en las

garantizadas por la Cart¿ Magna.------
Esta Sala Constitucional ha sostenido, en reiterados fallos uriformes, que una psrsooajubilada

o a 65 años de edad- puede volver a ingresar en ta ñmción ptiblica, sin más rcquisito quc lo
en el A¡t. 47o numeral 3) de la Constitución, es decir, la idoneida4 que es [a capacidad o

clü
avt

para el desempeño de rm cargo o fuDsión pública (
dal 0210512016 y N'2034 dsl 3l/12/2013, ent¡e otros)

entetúer refcridos q los empleos públicos- lo idoneidad es lq pauta exclusiva co qie ptede
laformd y la selección de los candidatos. Todo rcquisito exigible debe frhrarse a trqvés de

11, idoneidad, o seo, conrtgÍqr un elemerto que calilique a la idoneidad.-." (BIDART CAMPOS,
Manaal de ls Co stitución Reformada. Tomo I. Edito¡ial Ediar. Buenos Aires. Argentina.

1. Pág. 539).---------
Los argum€ntos expuestos €n los párafos precedentes son absolutamente suficientes pala

la su€rte de la presente inco¡stitucionalidad; sin embargo, no resulta superfluo coruiderar
r¡ltima ci¡cunstancia que refuer¿a todavla más - por si fuera necesario - la tesis hasta aquí esbozada,
úe guardo rclación con r¡tra garántía fundame¿tal en mate¡ia de de¡echos labomles, cual es, la

Ac. X SentN'6O4 del' 09105/2016t
" ...¡*ia lol ,e*§slut pleos -gue



estabilidad, prevista en el Art. 94' de la Constitución.-------------
En efecto, la estabilidad implica que un tabajador tiene delecho a conservar su empleo du¡ante

toda su vida de trabajo, sin que pueda privfusele del mismo, a menos que exista una cau§a que

justifique ya sea el despido o alguna otra forma de desvinculación.-----------------------
La doct na, al respecto, tiene dicho: "El derecho del trabajo no admite que el empleadot pueda

usar de esa posibilidad (resolución del contrato de trabaio); a tal efecto concede al contrato en lo
que respecta al trabajddor - una cierta vocación cle pet'r anencia, limitdda en los casos de ercepción
en que se atlmite la coktuatdción por tiempo determinado; en cambio, si se admite ésta posibilidad ¡le

resol c¡ók o f¿tvor de éste, que sólo está obligado si no e.líare un contrato a plazo a notifcar su

decisión (...) Ese derecho estabilidad a fawr del trabaiadú constituye una garafilía de la
consetvación del empleo..." (Y AZQUEZ Y IALARD, A¡tonio. Derecho del Trabajo y de la Seguridad

Social. Tomo I. Editorial Astrea. Buenos Aires. Argentina. 1999. Pág. 348). La estabilidad en el
empleo es, en resumidas c:JLeqtas, "el derecho del tabajador a permanecer e el trubajo míentras §u

.lctividad sea necesdria para el empleador " (DE BUEN LNNA, Carlos. La extinción de la relación de

trabajo en DE BUEN LOZANO Néstor y MORGADO VALENZUELA, Emilio (Coordinadores).

IÍstituciones de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. IU-LINAM. México D.F.1997 Págs.

504/505)
Así pues, la norma cuya constitucionalidad se cuestiona atenta también conta la garantía de

estabilidad en el empleo, al forzar lajubilación de los funcionarios públicos sin contemplar, entre otros
factores, Ia necesidad que pudiera existir respecto de Ia actividad del funciona¡io.----

En este orden de ideas, no existe impedimento para que un funcionario público que ha superado

los sesenta y cinco años de edad pueda seguir tabajando y aportando a la sociedad. Esta hermenéutica
no podria invocarse como perjudicial para la calidad de la función pública, dado que la Ley
N'1626/2000 prevé los mecanismos para la remoción o recambio de los funciona¡ios que dejen de set
aptos para la labor encargada o ya no cumplan con las obligaciones encomendadas.----

Por todo 1o anterior, estimo que colresponde decla¡a¡ la inconstitucionalidad del afiículo

o

analizado
En cuanto al Ar. 13" de la Ley N'2345/2003 y el Art. 33' de la Ley N"1725l2001, la

accionante no ha expuesto los fundamentos que sustentan la inconstitucionalidad de las [ormativas
inpugnadas, por lo que al no darce uno de los rcquisitos legales inexcusables de la acción de

inconstitucionalidad, p¡evistos en el Art.552 del Código Procesal Civil deviene improcedente su

estudio.---------
En conclusión, corresponde hacq lugar parcialmente a Ia acción de inconslitucionalidad y, en

consecuencia, decl¿lr¿l¡ inaplicable, con relación a la accionante, el Art. 1" de la Ley N"425212010 q'e
modifica los Arts. 3o, 9' y 10" de la Ley N'234512003 "De Refunna y Sostenibilidad de la Caja Fiscal.
Sístema de Jubilaciones y Pensiones del Sectot Público". Yoto en ese sentido

Con lo que se dio por te¡minado el acto, fimando SS.EE., todo
quedando acordada la sentencia que inmediatanente sigue:

mi, de que certifico,

o
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bx USTICIA

...SENTENCIA NUMERO: l{
ú ¿" f,obr<ro ¿czoi a

: Los mé¡itos del Acuerdo que anteceden, la

ACCIóN DÉ INCONSTITUCIONALIDAD: "BERNA
RAMONA TERREIRA C/ ART. 1 DE I,A LEY 4252 DEL
30/092010, ART. 13 DE LA LEY No 2345103, Y EL ART. 33

DE LA LEY 1.725lOT QUE MODF. Y REGLAMENTA LOS
ARTS. 3,9, Y 10 DE LA LEY 2345/03". AÑO: 2017 - N" 2594-

R:rE
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I
T

CORTE ST'PREMA DE JUSTTCIA
S&h Constitucional
RESUELVE!

o

HACER LUGAR p¡rci&lhetrte a la acción de incolstitucionatidad promovida y, en

cotsecuenci4 declarar la inaplicabiüdad del Art. 1 de la Ley N" 4252110, que modifica el A¡t 9 de la

l-Éy N' 2345/03 "De Refonña y Sostenibilidad de la Caja Fiscal. Sistema de Jubilqciones y Pexsiones

detI Sector Público" - €n la p¿rte

ación a la señora Bema Ramona
que establece la obligatoriedad de la jubilación-, con

¡el
ANOTA& regishar y notifca¡.-------
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